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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ELEMENTOS DE PRUEBA / COMPONENTES DE LA ACTIVIDAD PROBATORIA / DESDE ENUNCIACIÒN HASTA VALORACIÓN / EXCLUSIÓN / SÓLO APLICA RESPECTO DE PRUEBAS ILÍCITAS O ILEGALES / Y NO PARA CONTROVERTIR SU PODER DE CONVICCIÓN.
… los componentes de la actividad probatoria en el nuevo sistema se guían por el siguiente orden: enunciación, descubrimiento, ofrecimiento, aducción, producción o práctica y valoración. Las dos primeras se inician en el escrito acusatorio y la respectiva audiencia de acusación y concluyen en la preparatoria, la tercera y cuarta se llevan a cabo en la audiencia preparatoria, la quinta en el juicio oral, y la última se materializa al momento del proferimiento del fallo. 

Se desprende de lo anterior que la Fiscalía en cumplimiento de su deber funcional y en acatamiento del principio de lealtad, debe anunciar desde el escrito de acusación todas las pruebas que pretenda hacer valer en el juicio oral (numeral 5º del artículo 337 CPP); además, tiene la obligación de descubrir todas las pruebas al momento de la audiencia de formulación de la acusación (artículo 344 ibidem), y debe enunciar nuevamente la totalidad de ellas en la audiencia preparatoria con miras a justificar su pertinencia, conducencia, y utilidad (numeral 3º del artículo 356 CPP ejusdem). (…)
… la exclusión de elementos materiales probatorios o evidencias físicas, al decir de la línea jurisprudencial vigente en la materia: “sólo aplica contra medios probatorios ilícitos o ilegales”,  y no en aquellos otros en donde lo que se controvierte es su poder de convicción. En consecuencia, no es posible adelantar un debate acerca del valor que de manera individual y/o de conjunto habrá de darse a algún elemento material o evidencia física con vocación probatoria, debido a que este ejercicio se le delega al juez para el momento fallar. 

En el caso concreto, no se comprende bien la razón por la cual un testigo que fue debida y oportunamente anunciado desde el escrito de acusación, y justificado al instante de la preparatoria, como en derecho correspondía, y con respecto al cual no se tiene noticia que su práctica pueda generar real o potencialmente la transgresión de derechos fundamentales, ahora se pretenda su aniquilación.
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 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, veintiocho (28) de mayo de dos mil veinte (2020)

  ACTA DE APROBACIÓN No 417
  SEGUNDA INSTANCIA

	Acusados: 
	LDRL, JFBA y BSGM

	Delito:
	Homicidio y Tentativa de Homicidios

	Víctima:
	Menores G.G.R. y S.G.R.

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el auto proferido en marzo 10 de 2020, por medio del cual se negó la exclusión de una prueba en juicio. SE CONFIRMA.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos y precedentes

1.1.- Se extrae de los registros, acorde con lo informado por la víctima EDWIN JAVIER SALAMANCA RESTREPO, que desde el año 2017 empezaron a amenazar a toda su familia y a extorsionarlos exigiéndoles la suma de un millón de pesos, presiones que fueron constantes, a cuyo efecto pagaron la suma de $200.000.oo al menor J.A.Z.C. alias “Ronco”. Se trata de una banda del sector de Villa Santana la Isla Intermedio de esta capital, quienes exigían esos pagos o de lo contrario tenían que abandonar la zona. Cuatro meses después le dispararon al carro de una hermana, quien tuvo que irse del lugar donde siempre han vivido. Pasado un mes, los muchachos del sector, los cuales describe, les dispararon a todos los de la familia y en esa acción le dieron muerte a un pariente y dejaron heridos a varios. Para rematar, ocho días después dispararon al negocio de otro pariente. 
Luego de la denuncia y previas las averiguaciones pertinentes, las autoridades de policía judicial lograron identificar a tres de las personas señaladas, quienes corresponden a los nombres de LDRL, JFBA, y BSGM, contra quienes se libraron las correspondientes órdenes de captura, mismas que se hicieron efectivas.
1.2.- A consecuencia de ello, se llevaron a cabo ante el Juzgado Quinto Penal Municipal de Pereira (Rda.) con función de control de garantías, las audiencias preliminares de legalización de captura y formulación de imputación (los días 24, 26 y 27 de febrero de 2018) por medio de las cual se avaló la aprehensión, y se les imputaron cargos en calidad de coautores y a título de dolo por los punibles de homicidio agravado, en concurso heterogéneo con los ilícitos de extorsión agravada, concierto para delinquir agravado, desplazamiento forzado agravado, y uso de menores en la comisión de delitos -se dejó constancia en cuanto los dos menores utilizados ya fueron declarados penalmente responsables con fundamento en aceptaciones de cargo, por las conductas referidas y ante la jurisdicción penal para adolescentes-, los cuales NO ACEPTARON. Se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario. 

1.3.- Ante el no allanamiento unilateral o bilateral, la Fiscalía radicó formal escrito de acusación cuyo conocimiento le fue asignado al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, autoridad que llevó a cabo las audiencias de formulación de acusación (agosto 24 de 2018) en la cual se ratifican los cargos que fueron materia de imputación, y se anuncia que a la defensa le fue entregado TODO el materia probatorio que posee la Fiscalía y que se tiene la posibilidad de un preacuerdo, razón por la cual el delegado fiscal asegura que se torna innecesario el descubrimiento de todo ese acervo investigativo, ya que “no será variado en  ningún momento” y se hará entrega de las sentencias proferidas contra los menores a modo de prueba indiciaria. Se hace constar por parte del delegado fiscal que la víctima en el delito de homicidio es la persona que en vida respondía al nombre de NÉSTOR WILDER CAMPO, hecho que aconteció en julio 30 de 2017, instante en el cual también se presentaron dos tentativas de homicidio en contra de los señores GERMÁN LONDOÑO ARANGO y ELKIN EFRAÍN SALAMANCA RESTREPO, pero no hará variación frente a estas otros comportamientos al margen de la ley a efectos de “no sorprender a la defensa y por favorabilidad frente a los acusados”. La funcionaria de conocimiento reconoce como víctimas a los parientes del hoy occiso NÉSTOR WILDER CAMPO en cuanto al homicidio, y respecto a la extorsión y desplazamiento forzado a EDWIN JAVIER SALAMANCA RESTREPO y su familia, en particular MAGNOLIA RESTREPO HENAO -madre de EDWIN-, ELKIN EFRÁIN SALAMANCA RESTREPO -padre de EDWIN-, YESI CAROLINA SALAMANCA RESTREPO -madre, padre y hermana de EDWIN, respectivamente-, y a GERMÁN LONDOÑO.

En ese mismo acto público, la defensora agregó que se consideraba conforme con el descubrimiento y que no se hacía necesario referir uno a uno los elementos de prueba, a consecuencia de lo cual la directora de la audiencia ordenó que de todo ello la Fiscalía le haría entrega a la defensa dentro del término de ley, y dio por descubierto todo el material con vocación probatoria relacionado en el escrito de acusación, en atención a que la defensora declaró tener un conocimiento completo de los mismos. 
1.4.- A continuación, se realizó la audiencia preparatoria (septiembre 11 de 2019), al comienzo de la cual se le preguntó de nuevo a la defensa si tenía alguna observación acerca del descubrimiento probatorio, y manifestó que no tenía ninguna observación. Los acusados expresaron no aceptar los cargos formulados. Tanto el delegado fiscal como la defensora anunciaron los elementos de pruebas con los cuales contaban y procedieron a justificar sus respectivas solicitudes probatorias, pero la Fiscalía desistió expresamente de dos testimonios, uno de ellos el del investigador GUIDO ERNESTO SINISTERRA. La juzgadora admitió para ser presentadas en juicio oral la totalidad de las pruebas deprecadas por ambas partes, pero rechazó -a petición fiscal- la posibilidad de conceder como pruebas comunes a favor de la defensa “todos los testigos de cargo”, frente a lo cual no se interpuso recurso alguno.
1.5.- Se dio comienzo al juicio oral (marzo 09 de 2020), instante en el cual tanto el fiscal como la defensora expresaron el interés que tenían los procesados de aceptar los cargos pero de manera parcial con respecto únicamente a los cargos formulados por los delitos de extorsión agravada, concierto para delinquir agravado, desplazamiento forzado agravado, y uso de menores para la comisión de delitos, con miras a que la Fiscalía solicitara una específica pena a imponer a partir del delito de mayor entidad que lo sería en este caso el uso de menores para la comisión de delitos. Las víctimas expresaron por medio de un memorial que se declaraban reparadas en forma integral por los daños y perjuicios sufridos, además de referir por intermedio del delegado fiscal que se rehusaban a comparecer por temor a represalias. La delegada del Ministerio Público solicitó se aclarara la cuantía a efectos de determinar el marco punitivo para el delito contra el patrimonio económico, en este caso las extorsiones, a cuyo efecto la Fiscalía expuso que la misma ascendía a doscientos mil de pesos ($200.000.oo). El juzgado declaró ajustada a derecho la admisión parcial de los cargos y en consecuencia dispuso el rompimiento de la unidad procesal con miras a continuar el trámite abreviado por los delitos aceptados.

A causa de ese rompimiento de la unidad procesal, se prosiguió con el trámite del juicio en relación única y exclusivamente con los punibles que no fueron tema objeto de la admisión de los cargos, en nuestro caso los delitos contra la vida e integridad personal; para lo cual, el delegado se vio en la necesidad de reordenar el ejercicio probatorio en lo que tenía que ver con esa específica ilicitud por los hechos registrados en julio 30 de 2017, donde fue atacado con arma de fuego quien en vida respondía al nombre de NÉSTOR WILDER CAMPO, y heridos de gravedad los señores ELKIN EFRAÍN SALAMANCA RESTREPO y GERMÁN LONDOÑO ARANGO.
1.6.- Dentro de ese mismo acto público, pero en sesión posterior (marzo 10 de 2020), al llevarse a cabo la etapa de la práctica de pruebas, muy concretamente cuando se iba a hacer concurrir al estrado al testigo ST. DIEGO FERNANDO SANDOVAL CRUZ, la defensa manifestó su oposición a que ello se hiciera habida consideración a que en su criterio ese medio probatorio debía ser excluido, al igual que todo el material probatorio que con él se pretende introducir, porque en lo que hace con el delito de homicidio no le fueron descubiertos dichos elementos materiales probatorios, y añade que con la aceptación de cargos por sus representados en los demás delitos investigados, carece de fundamento este testimonio porque se trata de un funcionario que actuó en la investigación de las conductas que ya no son parte del debate oral. Aclara en ese sentido que dentro de los paquetes que tenía en su poder la Fiscalía este testigo siempre venía referenciado en la investigación que se llevó a cabo por extorsión, desplazamiento, concierto para delinquir y utilización de menores, mas no estaba dentro del paquete de la “tentativa de homicidio agravado”.
Frente a esa posición defensiva, se mostró inconforme el delegado fiscal, como quiera que existe una “noticia criminal matriz” y el declarante realizó una investigación integral en lo que se conoce como unidad procesal, con el consiguiente ejercicio de descubrimiento probatorio que se llevó a cabo de manera completa y no se dividió por delitos.

Por parte de la delegada del Ministerio Público se llamó la atención respecto a lo realizado en las audiencias precedentes a efectos de sostener que esa prueba testimonial fue descubierta y sustentada en debida forma, con lo cual es viable su práctica.

La titular del despacho, luego de hacer la ponderación de las plurales intervenciones, concluyó que no le asistía razón a la pretensión defensiva y por tanto negó la exclusión de ese medio de convicción porque se trataba más propiamente de un alegato conclusivo. Adicionalmente, porque en la teoría del caso de la Fiscalía el homicidio que se juzga está relacionado o “atado por un fin” con las restantes ilicitudes que fueron objeto de allanamiento a cargos, con lo cual existía una conexidad sustancial o un “contexto común” entre todos los comportamientos al margen de la ley ya que existía un móvil para obrar, y de esa manera las pretensiones probatorias no se pueden escindir.

1.7.- La defensa no estuvo conforme con esa determinación, a consecuencia de lo cual interpuso recurso de apelación que pasó a sustentar de la siguiente manera: 
Se muestra sorprendida con la puesta en escena del declarante SANDOVAL CRUZ, porque si bien este deponente fue anunciado en forma oportuna y justificada su presencia desde la preparatoria, no se habló de su participación para el caso del punible atentatorio contra la vida, sino solamente en lo atinente con los restantes injustos que ya fueron objeto de allanamiento unilateral y serán fallados en forma independiente dada la ruptura de la unidad procesal ya decretada.
Tanto la Fiscalía como la Procuradora Judicial intervinieron como sujetos procesales no recurrentes, a efectos de denotar lo insustancial de la pretensión defensiva, y solicitaron de esta Colegiatura la confirmación del proveído objeto de impugnación, así:
- El Fiscal: El citado testigo fue debidamente relacionado en la audiencia preparatoria, independientemente de los elementos que con él se pretendan incluir en el juicio oral, y debe ser escuchado en cuanto el homicidio y las dos tentativas de homicidio están relacionados en cuanto al móvil con los punibles de extorsión. El hecho de que este y otros medios de prueba no estén relacionados en la denominada “carpeta matriz”, no significa, como lo entiende la defensa, que los mismos no hagan relación o no tengan nada que ver con el delito contra la vida, dado que existe una clara conexidad entre todos esos hechos desde el instante en que se imputaron los cargos. Incluso agrega que este testigo es de suma trascendencia para la teoría del caso de la Fiscalía. 
- La Procuradora: Dado que la exclusión probatoria hace alusión muy específicamente al tema de la ilicitud del medio de prueba, tal petición tenía que formularse al momento de la audiencia preparatoria y no este momento del juicio, salvo que se tratara de un evento excepcional en caso de que solo hubiese sido posible advertirlo a esta altura del proceso. Concluye que al no haberse establecido que el testimonio que aquí se pretende por la Fiscalía sea una prueba ilícita, la misma no se puede excluir en los términos solicitados por la defensa, y agrega que no se puede acatar el mencionado sorprendimiento con respecto a los restantes medios de prueba que por intermedio del testigo se allegarán, porque la defensa no especificó a qué elementos se estaba haciendo referencia. 
1.8.- Luego de sustentado el recurso, la a quo concedió el mismo en el efecto suspensivo y dispuso el envío de los registros pertinentes a esta Corporación con el fin de desatar la alzada.
2.- Para resolver, se considera

2.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

2.2.- Problema jurídico planteado

El asunto que concita la atención de la Sala se contrae básicamente a establecer, si hay lugar a excluir del juicio el testimonio del oficial DIEGO FERNANDO SANDOVAL CRUZ, por cuanto al decir de la defensa su descubrimiento y justificación estaban dados únicamente para soportar la teoría del caso de la Fiscalía con respecto a los delitos que fueron materia de aceptación parcial de cargos, pero no para los punibles que actualmente están siendo objeto de debate en juicio oral.
2.3.- Solución a la controversia

Entiende la Sala que el tema central que debe ser objeto de análisis, es el relativo a la decisión adoptada por la funcionaria judicial en cuanto aceptó la práctica en juicio del testimonio del investigador de Policía Judicial DIEGO SANDOVAL, y no dio vía libre a la solicitud de exclusión propuesta por la defensa. 
Como es sabido, los componentes de la actividad probatoria en el nuevo sistema se guían por el siguiente orden: enunciación, descubrimiento, ofrecimiento, aducción, producción o práctica y valoración. Las dos primeras se inician en el escrito acusatorio y la respectiva audiencia de acusación y concluyen en la preparatoria, la tercera y cuarta se llevan a cabo en la audiencia preparatoria, la quinta en el juicio oral, y la última se materializa al momento del proferimiento del fallo. 
Se desprende de lo anterior que la Fiscalía en cumplimiento de su deber funcional y en acatamiento del principio de lealtad, debe anunciar desde el escrito de acusación todas las pruebas que pretenda hacer valer en el juicio oral (numeral 5º del artículo 337 CPP); además, tiene la obligación de descubrir todas las pruebas al momento de la audiencia de formulación de la acusación (artículo 344 ibidem), y debe enunciar nuevamente la totalidad de ellas en la audiencia preparatoria con miras a justificar su pertinencia, conducencia, y utilidad (numeral 3º del artículo 356 CPP ejusdem).
El punto de discusión propuesto por la defensa como parte inconforme, lo hace consistir en el hecho de mostrarse “sorprendida” con la presentación en juicio del citado investigador de policía judicial SANDOVAL CRUZ, pero en criterio de la Corporación, dígase desde ya, lo realmente sorprendente no es que este testigo sea presentado en juicio, sino el hecho de que a esta altura del proceso se proponga su exclusión, no obstante que esta figura solo opera por dos causales debidamente delimitadas: la ilicitud o la ilegalidad, y ninguna de ellas se avizora ni por asomo en el plenario.
Recuérdese que la exclusión de elementos materiales probatorios o evidencias físicas, al decir de la línea jurisprudencial vigente en la materia: “sólo aplica contra medios probatorios ilícitos o ilegales”,
 y no en aquellos otros en donde lo que se controvierte es su poder de convicción. En consecuencia, no es posible adelantar un debate acerca del valor que de manera individual y/o de conjunto habrá de darse a algún elemento material o evidencia física con vocación probatoria, debido a que este ejercicio se le delega al juez para el momento fallar. 
En el caso concreto, no se comprende bien la razón por la cual un testigo que fue debida y oportunamente anunciado desde el escrito de acusación, y justificado al instante de la preparatoria, como en derecho correspondía, y con respecto al cual no se tiene noticia que su práctica pueda generar real o potencialmente la transgresión de derechos fundamentales, ahora se pretenda su aniquilación.
Basta decir que si fuera verdad, como lo argumenta la apreciada defensora, que el citado funcionario de policía judicial “nada tuvo que ver en las diligencias de investigación con respecto a la conducta específica de homicidio”, porque entendió que: “su actuación se limitó única y exclusivamente con las restantes ilicitudes que ya fueron tema objeto de aceptación parcial de cargos”, entonces no existiría nada de qué preocuparse, porque de seguro así lo tendrá que decir en su intervención en juicio y nada perjudicial para el acusado se sobrevendrá en clave probatoria. 
En otras palabras, si nada supo el testigo, nada aportará al juicio, y por lógica consecuencia de nada se tendrá que preocupar el procesado y desde luego la apoderada en el recto ejercicio de la función encomendada. 
Si lo anterior es así, como en efecto lo es, entonces la posición defensiva en contra de la incorporación de ese testimonio se debe declarar infundada, por lo siguiente:
No niega la apelante que formalmente ese elemento de prueba fue debidamente decretado. Y no podía ser de otra manera, porque no solo la Fiscalía cumplió con las reglas del debido proceso en cuanto a enunciación oportuna y debida solicitud, sino que fue la propia defensa quien tanto al momento de la acusación como en la preparatoria sostuvo expresamente cuando se le preguntó por la titular del despacho si tenía alguna oposición con respecto al descubrimiento y la admisión de las pruebas del ente acusador, que no, es decir, que de su parte todo estaba correcto y completo. 
Es más, la apoderada aseguró oralmente que ni siquiera era necesario que se diera lectura de toda la relación probatoria que constaba en el escrito acusatorio, porque se declaraba enterada de todo, situación que dio lugar a que la juzgadora obviara ese trámite para evitar un desgaste procesal innecesario. 
Así las cosas, si todo estuvo ajustado a derecho y se dio cabal cumplimiento a las formas por parte del delegado fiscal, entonces surgen los siguientes interrogantes: (i) ¿por qué creer que esa enunciación, ese descubrimiento oportuno y esa subsiguiente justificación de la prueba, se desvanecen y pasa a estimarse viciada su práctica en lo que tiene que ver única y exclusivamente con el testimonio del policial DIEGO SANDOVAL, que porque su contenido hace relación con todos los punibles concursantes menos con los delitos contra la vida que quedaron solitarios una vez se dio lugar al rompimiento de la unidad procesal por causa de un tardío allanamiento parcial de los cargos?; (ii) ¿acaso las partes presentan las pruebas que poseen en forma dividida o por capítulos, según cada delincuencia concursante?; (iii) ¿no se supone, al menos como regla general, que cuando en un mismo proceso o por una misma cuerda se investigan y juzgan varios episodios delictivos en donde aparecen comprometidos una o varias personas, es porque algo tienen en común?
Precisamente a esos cuestionamientos se reconduce este debate, porque mientras el señor fiscal sostiene que este policial sí supo y tuvo injerencia no solo en la investigación por los injustos que ya fueron admitidos, sino igualmente en el homicidio y tentativas de homicidio que son materia de confrontación en este juicio, como situación apenas entendible porque, según se asegura en la acusación, los delitos contra la vida se ejecutaron precisamente como consecuencia de un plan mancomunado de orden delictivo -concierto-, precedido de diversos constreñimientos o presiones con fines económicos -extorsiones-, con la orden de abandonar el territorio -desplazamiento forzado-, y con el uso de menores de edad para alcanzar el objetivo -uso de menores en comportamientos ilícitos-; la defensa en cambio pretende que ahora se diga que no todas las probanzas van dirigidas a la demostración de toda esa secuencia, ya que -entiende- unas están destinadas a demostrar una parte (lo relativo al concierto, a las extorsiones, al desplazamiento, y al uso de menores), en tanto otras están orientadas a comprobar el otro segmento delictivo (lo atinente a los punibles contra la vida e integridad personal). 
Así el Tribunal quisiera darle cabida a la tesis defensiva, la realidad procesal enseña que esa no es la regla general que opera dentro de un debido proceso probatorio, y por ser lo que se alega una potencial excepción, la carga de la prueba está en cabeza de quien así lo pretende. En ese sentido, no solo le asiste razón a la funcionaria de primera instancia cuando aseguró que lo que se alega por la defensora es más propio de un alegato de conclusión, sino que incluso puede asegurarse que si la Fiscalía sostiene a pie juntillas que esa prueba testimonial que presentó oportunamente y que justificó a efectos de la admisión, soportará su teoría del caso también en lo atinente con el homicidio y las tentativas de homicidio, y con respecto a esa afirmación no hubo oposición o solicitud de aclaración al momento de la preparatoria por la parte contraria que ahora recurre, entonces la única conclusión posible es que una alegación en tal sentido a esta altura del juicio ya es extemporánea. 
Y es así porque acorde con el principio de progresividad y de preclusividad de los actos procesales, cada petición, cada intervención dentro del proceso, tiene una oportunidad previamente definida, la cual no puede hacerse extensiva a momentos no establecidos, y ello tiene su lógica en la necesidad de garantizar la seguridad jurídica y la lealtad procesal, no solo entre las partes sino frente al juez en todos sus niveles.
En ese sentido importa recordar que existe extemporaneidad por anticipación y extemporaneidad por postergación, la primera se presenta cuando los sujetos procesales -incluido el funcionario- se adelantan a realizar un acto procesal que estaba previsto para un momento posterior, en tanto la segunda ocurre cuando se retarda su ejecución y por lo mismo la actuación nace a la vida jurídica a destiempo. Ambas pueden ser objeto de sanciones procesales, pero es el legislador en su poder de configuración quien determina cuál de ellas se debe aplicar en cada situación concreta. 
Todo lo anterior adquiere sentido en el caso concreto, en cuanto si la señora defensora requería claridad con respecto a qué pruebas de la Fiscalía irían a demostrar cuál o tal cargo, esa precisión la debió pedir en forma razonada al momento de la preparatoria, y no dejar para discutir una tal eventualidad en el juicio, que como se sabe no está diseñado para darle rienda suelta a este tipo de controversias, porque allí se llega para poner en práctica lo ya decretado y no para mirar qué entra o qué no entra según la finalidad perseguida con cada medio probatorio. 
Recuérdese que la argumentación que se debe hacer por cada una de las partes contrapuestas en la audiencia preparatoria, no solo es en lo atinente a la conducencia y pertinencia de los elementos de convicción que poseen, sino igualmente en cuanto a su utilidad, necesidad y no repetición. Y justamente frente a todo ello, no puede pretenderse que se diga cuál va a ser el contenido detallado de cada testimonio con mirar a desentrañar todas las finalidades de su presentación en juicio, basta o es suficiente con un esbozo general de esa presentación para que el juez considere si en efecto tiene sentido su práctica conforme a la teoría del caso de cada parte. Así las cosas, el contenido COMPLETO de la prueba solo se sabrá en el instante de su presentación en juicio, no antes.
Es sabido que aquí la Fiscalía justificó las pruebas que pretendía llevar al juicio de una manera GENERAL frente a TODOS los delitos concursantes, sin hacer parcelaciones en tal sentido. Proceder frente al cual no se pidieron explicaciones por parte de la defensa, ni la directora de la audiencia lo consideró necesario. Es más, como ya se indicó, la defensora fue enfática no en una sino en dos ocasiones, en el sentido que todo estaba correcto y en orden, a consecuencia de lo cual no expresó ningún tipo de objeción o reclamación respecto a la presentación que se hizo de la prueba del contrario. 
No puede pasarse por alto, que si se miran con detalle los audios de la audiencia preparatoria, de allí se extrae que al decir de la agencia fiscal, el citado oficial DIEGO SANDOVAL cumplió un papel protagónico en todo esto, porque se le califica como “el investigador líder”, y se hace referencia a él como aquél funcionario que suscribió diversos informes y recibió varias entrevistas, no solo relacionadas con las extorsiones sino igualmente con los hechos de sangre derivados del incumplimiento de esas exigencias dinerarias. 

Podría decirse, a guisa de ejemplo, que quizá algo diferente sería si la discusión que aquí se presenta no hiciera relación con el oficial SALDOVAL CRUZ, sino con otro investigador de nombre GUIDO ERNESTO SINISTERRA, porque en relación con este último la Fiscalía desistió expresamente de su práctica al momento de la preparatoria, y, en consecuencia, frente a este último la defensa sí podría válidamente oponerse a su práctica en juicio oral en caso de que la Fiscalía sorpresivamente lo pretendiera ingresar, pero ya se sabe que ese no es el asunto que aquí nos concita.
En conclusión, la Sala no encuentra opción diferente a avalar la determinación proferida por el juzgado a quo, en cuanto negó la exclusión del testimonio del ST. DIEGO FERNANDO SANDOVAL CRUZ, y será precisamente con ocasión de su efectiva realización en juicio que se logrará establecer si sabe o no sabe algo relacionado con los específicos punibles contra la vida e integridad personal. De ser la respuesta afirmativa, la defensa podrá hacer uso de su derecho a la confrontación con las técnicas del contrainterrogatorio; pero de ser negativa, es decir, que el testigo no tiene conocimiento a ese respecto, entonces no habrá nada de qué preocuparse, porque su intervención no tendrá capacidad de afectar los intereses del acusado y por supuesto los de la defensa inconforme. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la providencia apelada y dispone que se continúe el juicio oral en contra de los coprocesados LDRL, JFBA y BSGM, acorde con lo indicado en el cuerpo motivo de esta providencia. 
En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 4º del Acuerdo PCSJA20-11518 del 16 de marzo de 2020 y en la Circular CSJRIC20-75 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, no se realizará audiencia de lectura y la decisión se comunicará por la Secretaría de esta Sala vía correo electrónico a las partes e intervinientes. 
Contra esta determinación no procede recurso alguno; en consecuencia, remítase de inmediato la actuación al despacho de origen.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� C.S.J. Sentencia de febrero 21 de 2007, Rad. 25.920, M.P. Javier Zapata Ortiz.
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